
Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 20 de diciembre de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Verwaltungsgerichtshof — Austria) — Protect Natur-, Arten- und 

Landschaftsschutz Umweltorganisation / Bezirkshauptmannschaft Gmünd

(Asunto C-664/15) (1)

(Procedimiento prejudicial — Medio ambiente — Directiva 2000/60/CE — Política de aguas de la Unión 
Europea — Artículo 4, apartado 1, y artículo 14, apartado 1 — Obligación de prevenir el deterioro del 
estado de las masas de agua y de fomentar la participación activa de todas las partes interesadas en la 

aplicación de la Directiva — Convenio de Aarhus — Participación del público en la toma de decisiones y 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente — Artículo 6 y artículo 9, apartados 3 y 4 — Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Artículo 47 — Derecho a la tutela judicial efectiva — 

Proyecto que puede tener repercusiones en el estado de las aguas — Procedimiento administrativo de 
autorización — Organización de defensa del medio ambiente — Solicitud de reconocimiento de la 

condición de parte en el procedimiento administrativo — Posibilidad de invocar derechos derivados de la 
Directiva 2000/60/CE — Pérdida de la condición de parte en el procedimiento y del derecho de recurso 

cuando tales derechos no hayan sido alegados en plazo en el procedimiento administrativo)

(2018/C 072/04)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Verwaltungsgerichtshof

Partes en el procedimiento principal

Recurrente: Protect Natur-, Arten- und Landschaftsschutz Umweltorganisation

Recurrida: Bezirkshauptmannschaft Gmünd

Fallo

1) El artículo 9, apartado 3, del Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, firmado en Aarhus el 25 de junio de 1998 y aprobado en nombre de la 
Comunidad Europea por la Decisión 2005/370/CE del Consejo, de 17 de febrero de 2005, en relación con el artículo 47 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que una organización de defensa del 
medio ambiente legalmente constituida y que opera de conformidad con las exigencias prescritas por el Derecho nacional debe tener la 
posibilidad de impugnar ante los tribunales una decisión de autorización de un proyecto que pueda ser contraria a la obligación de 
prevenir el deterioro del estado de las masas de agua impuesta por el artículo 4 de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de 
aguas.

2) El artículo 9, apartado 3, del citado Convenio, aprobado por la Decisión 2005/370, el artículo 47 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales y el artículo 14, apartado 1, de la Directiva 2000/60 deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una 
normativa procedimental nacional que, en una situación como la del asunto principal, no reconoce a las organizaciones de defensa del 
medio ambiente el derecho a participar, como partes en el procedimiento, en un procedimiento de autorización seguido en aplicación 
de la Directiva 2000/60, y que concede el derecho de recurso contra las decisiones adoptadas al término de dicho procedimiento 
únicamente a las personas que tengan tal condición.

3) Sin perjuicio de la verificación que efectúe el órgano jurisdiccional remitente de los elementos de hecho y de Derecho nacional 
pertinentes, el artículo 9, apartados 3 y 4, del citado Convenio, aprobado por la Decisión 2005/370, en relación con el artículo 47 
de la Carta de los Derechos Fundamentales, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que, en una situación como la del 
asunto principal, se imponga a una organización de defensa del medio ambiente una norma procedimental nacional, de efectos 
preclusivos, en virtud de la cual una persona pierde la condición de parte en el procedimiento y no puede, por tanto, interponer un 
recurso contra la decisión adoptada al término de ese procedimiento si no presentó sus alegaciones en plazo durante el procedimiento 
administrativo y, a más tardar, en la fase oral de dicho procedimiento.

(1) DO C 111 de 29.3.2016.
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